2011-01154-01

Claudia Milena Vera López Vs INPEC. Rad. 66001-31-05-005-2017-00167-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:                 Sentencia - 2ª instancia - 22 de junio de 2017
Proceso:
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo

Radicación Nro. :
66001-31-05-004-2017-00167-00

Accionante:
Claudia Milena Vera López
Accionado:
INPEC y Cárcel el Pedregal de Medellín
Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMA: 
TRASLADO DE PENITENCIARIA / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA ACCIÓN DE TUTELA. Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de junio de dos mil diecisiete
Acta N°       de junio 22 de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la impugnación presentada por CLAUDIA MILENA VERA LÓPEZ en nombre propio y en representación del menor JUAN STEVEN HERNÁNDEZ VERA, contra la sentencia del 26 de abril de 2017 proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, mediante la cual se negó el amparo constitucional pretendido dentro de la acción de tutela que instauró en contra del INPEC y la COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO COPED PEDREGAL MUJERES DE MEDELLÍN. 
ANTECEDENTES

Indica la señora Claudia Milena Vera López que se encuentra privada de la libertad desde el 11 de agosto de 2016 en la Cárcel el Pedregal de Medellín, en virtud a que fue detenida en el municipio de Sabaneta; que su residencia se encuentra en la ciudad de Pereira, al igual que su grupo familiar conformado por su progenitora, de avanzada edad y por tres hijos, uno de ellos, de nombre Juan Steven Hernández Vera, menor de edad, quien se encuentra a cargo de su abuela materna; que desde que fue internada en Centro de Reclusión no ha recibido visita alguna, situación que ha afectado emocionalmente a su núcleo familiar, mayormente al citado menor.

Afirma también que las malas condiciones alimenticias y de atención médica han desmejorado su estado de salud, lo que sumado a la ausencia de visitas, la llevaron a solicitar en el mes de febrero del año que corre, el traslado para una cárcel cercana, petición que no ha sido atendida hasta el momento.

Es por todo lo anterior que solicita la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la salud,  a una vida digna y la unidad familiar, los cuales vienen siendo vulnerados por las accionadas y en tal virtud, reclama que se disponga su traslado a la cárcel de mujeres de Dosquebradas o en su defecto de Armenia, y se ordene prestarle el servicio médico que requiera, haciendo  entrega de la copia de historia cínica de la interna a sus familiares para conozcan su verdadero estado de salud.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto a la Juez Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad, quien luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días a las entidades accionadas a efectos de que ejercieran su derecho de defensa.  

En ejercicio de tal garantía el INPEC indicó que esa entidad y los jueces de conocimiento de la causa penal son los únicas autoridades a las que la Ley les atribuyó la función de ordenar el traslado de las personas privadas de la libertad, por lo que no puede el juez de tutela invadir ésta competencia, pues la constitución y la ley prohíben a las autoridades públicas ejercer funciones que no les fueron atribuidas.

Seguidamente, luego de realizar un recuento legal y jurisprudencia respecto al tema, indicó que no existe disposición legal que establezca que la unidad familiar es un criterio tenido en cuenta por el legislador para permitir el traslado de reclusos, pues de ser así, la situación carcelaria resultaría inmanejable.
Refiere también que la petición de la actora respecto al traslado fue resuelta por el grupo de asuntos penitenciarios, informando a ésta los motivos por los cuales no fue atendida favorablemente.

Finalmente resalta la entidad el hacinamiento en el que se encuentran las Cárceles de Mujeres de Dosquebradas y Armenia, por lo que considera que acceder a los requerimientos de la tutelante afectaría los derechos fundamentales de las reclusas de estos establecimientos, máxime cuando existe orden del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Armenia tendiente a superar el estado de superpoblación carcelaria que afecta el reclusorio femenino de esa ciudad. 
La Coordinadora de Asuntos penitenciarios de esta entidad indicó a su turno que la solicitud de traslado de la reclusa Vera López fue decidida y notificada a ésta, e hizo notar la función, en cabeza única y exclusiva del INPEC, de autorizar el cambio de establecimiento penitenciario de los internos, previo análisis de aspectos como el perfil del recluido y las condiciones de capacidad de los establecimientos carcelarios involucrados.
Afirma también que la condenada no ha cumplido el año de reclusión, situación que impide que sean despachadas favorablemente sus pretensiones, mismas que no pueden ser atendidas por la vía constitucional, dado que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo residual y subsidiario de defensa, que solo puede utilizarse como medio principal cuando se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

El Complejo Penitenciario y Carcelario “Coped Pedregal Mujeres”, guardó silencio.

Llegado el día del fallo la a quo negó la protección pretendida por considerar que la negativa del INPEC a acceder al traslado de la señora Vera López de la Cárcel de Mujeres el Pedregal de Medellín a la Cárcel la Badea de Dosquebradas o establecimiento de reclusión de Armenia, tiene fundamento legal en lo establecido en la Resolución No 1203 de 2012, que consagra un término de permanencia mínima en el penal para solicitar el traslado, el cual no ha sido cumplido por la actora –un año-, así como en el hacinamiento que enfrenta la gran mayoría de penitenciarias del país, por lo que no evidenció arbitrariedad en la decisión del accionado.  

Respecto a la afectación de la salud de la interna y el estado emocional de su menor hijo con ocasión la reclusión de la primera, indicó que ninguna prueba se aportó al plenario en relación a ésta afirmación; no obstante, consideró que el acercamiento de la reclusa a su grupo familiar podía establecerse a través de las visitas virtuales puestas a su disposición.
Inconforme con la decisión, la parte actora impugnó la decisión trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en el libelo inicial, explicando que la ausencia de pruebas en el proceso respecto a la afectación en salud de la tutelante, se debió a la negativa de la Cárcel El Pedregal de Medellín de entregar la historia clínica de la reclusa, solicitando en ese sentido al juzgado de conocimiento que requiriera la misma antes de conceder la alzada.
Resalta también que es contrario a la dignidad humana someter al menor involucrado a visitar a su progenitora a través de un computador, señalando a demás que resulta desproporcionado alegar que, por el traslado de una reclusa, el sistema penitenciario del país colapsará, cuando en realidad el derecho a la unidad familiar debe prevalecer respecto a cualquier orden administrativa del INPEC o de cualquier entidad. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Debe ceder la facultad del INPEC de realizar traslado de internos cuando se encuentran comprometidos derechos fundamentales de los menores de edad?

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. DECISIONES ADOPTADAS POR EL INPEC EN MATERIA DE TRASLADOS. 

Las decisiones que adopta la dirección general del INPEC en cuanto a sitios donde se deben cumplir las condenas y la viabilidad de traslados de internos, se encuentran válidamente soportadas en la ley 65 de 1993 -Código Penitenciario y Carcelario-, artículos 14, 72, 73, 74 y 78. Normatividad en la que igualmente se contempla la obligación de la administración de velar por el bienestar de los internos, de manera tal que se les garantice su derecho a la vida en condiciones dignas; de ahí que la Alta Magistratura protectora de la Carta, haya permitido que el juez de tutela intervenga en el régimen penitenciario, sólo en aquellos casos en que i) se observen órdenes  arbitrarias e irrazonables del INPEC, ii) se constate la vulneración de los derechos fundamentales del interno, y iii) se evidencie que la actuación desplegada por el Instituto Penitenciario se realizó al margen del principio del interés superior de los niños, niñas y adolescentes.
 
3. CASO CONCRETO
En el presente caso la actora busca la protección del derecho a la unidad familiar, el cual considera vulnerado por la negativa del INPEC de no aceptar el traslado de la penitenciaria “El Pedregal” de Medellín a una cercana a su grupo familiar, bien en el municipio de Dosquebradas o en la ciudad de Armenia.

Para justificar este traslado alega que padece problemas de salud derivados de las condiciones de reclusión que debe atravesar, lo cual incluye estar alejada de su familia, situación que también ha afectado a su hijo Juan Steven Hernández Vera, de 16 años de edad, quien ha presentado problemas de comportamiento.

Ciertamente, no desconoce la Sala que son unas circunstancias difíciles por la que atraviesa tanto la accionante como su hijo adolescente, sin embargo no debe olvidarse que fue la conducta de la primera que en principio puso en riesgo la unidad familiar, siendo el ente llamado a juicio únicamente responsable de asignar la penitenciaría donde la condenada debe purgar la pena, que resultó ser el Complejo Penitenciario y Carcelario “Coped Pedragal Mujeres” de Medellín, no por arbitrariedad del INPEC, sino como consecuencia del lugar donde se dio su captura –hecho primero-.    
Si bien lo ideal para el cumplimiento de la pena, con la menor afectación del menor involucrado, sería contar con la posibilidad de acercarlo, hasta donde fuera posible, a su progenitora, ello no resulta viable porque el escenario actual de los Establecimientos Carcelarios a donde reclama ser trasladada, no tiene disponibilidad, dado que se encuentra más allá del límite de su capacidad, conforme lo certificó el INPEC.  

En tales condiciones, acceder a dicha solicitud sería propiciar condiciones de hacinamiento y podría implicar un atentado contra los derechos de los demás internas del penal.
Adicionalmente, debe destacarse que las distintas órdenes judiciales, dentro de  las que se cuentan las dictadas por la Corte Constitucional para superar ésta situación, obligan al INPEC, como entidad encargada del sistema carcelario en el país, a tomar medidas como las contempladas en la Resolución No 1203 de 2012, con el fin de regular las condiciones que permitan acceder a las solicitudes de traslado, verificando como situación inicial el hecho de la permanencia mínima de un año en la penitenciaría asignada - numeral 3º del artículo 9º-, término que no resulta caprichoso, pues lo que busca es tratar de superar la crisis carcelaria ya conocida.

En ese sentido, es claro que la actora no cumple con el referido requisito pues fue capturada el 11 de agosto de 2016, por lo que no resulta posible atender de manera prematura sus solicitud, máxime cuando no se percibe en el plenario una situación especial o extraordinaria que determinen la necesidad de resquebrajar el diseño de cumplimiento de la pena dispuesto INPEC para la señora Claudia Milena Vera López, pues a pesar de que afirma que se “mantiene muy enferma” ninguna prueba aportó al respecto y por el contrario sostiene en el libelo inicial que fue atendida por un profesional de la salud.  Adicionalmente, frente a la afectación del menor Juan Steven Hernández Vera, debe indicarse que corresponde a su grupo familiar, conformado por su abuela y sus dos hermanos, atendiendo el principio de solidaridad, darle el acompañamiento necesario para sobrellevar la situación personal por la que atraviesa.
En ese sentido, razón le asistió a la juez de primer grado en negar la protección reclamada, motivo por el cual se confirmará esa decisión en esta Sede.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 26 de abril de 2017.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISO JAVIER TAMAYO TABARES     OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-374 de 2011
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